Número de orden: 120.

Libro de Sentencias Nro: 29

En la ciudad de Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires, a los tres días del mes de julio de 2008, reunidos en acuerdo los Señores Jueces de la Sala Dos de la Excma. Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, Doctores Leopoldo L. Peralta Mariscal y Abelardo A Pilotti (la tercer vocalía se encuentra vacante), para dictar sentencia en los autos caratulados "O., L. F. C/ O., M. S/ NULIDAD DE CONTRARO" (expediente número 131.288), y practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 263 del Código Procesal), resultó que la votación debía tener lugar en el siguiente orden: Doctores Peralta Mariscal y Pilotti, resolviéndose plantear y votar las siguientes

 C U E S T I O N E S

1) ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada, dictada a fs. 364/371?

2) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

 V O T A C I O N

A LA PRIMERA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR PERALTA MARISCAL DIJO:

 A- El asunto juzgado.

 A. 1) L. F. O. demandó a M. B. O. por nulidad de un contrato de cesión de derechos hereditarios en el cual ofició de cedente y la demandada de cesionaria, instrumentado en la escritura pública nø 124 del 16 de octubre de 2000, pasada ante el notario Guillermo César Cura, adscripto al Registro número Dos del partido de Villarino.

 Explicó que en el año 1983 había contraído matrimonio con M. A. B., unión de la que nació M. O. B. en 1988. En 1996 falleció su cónyuge, quien era dueña de un campo ganancial y un campo propio, por lo que inició el proceso sucesorio en mayo de 1999 con el patrocinio de la Dra. M. B. O., aquí demandada, el cual tramitó ante el Juzgado en lo Civil y Comercial nø 5 de este Departamento Judicial. Manifestó haber conocido a la emplazada por razones profesionales en 1997, con quien trabó una relación amorosa en 1998, es decir un año antes de iniciar la mentada sucesión con su patrocinio. De esa unión nació una única hija en 2000, A. A., segunda del emplazante.

 Por aquella época su medio de vida era el ingreso anual proveniente de alquilar uno de los campos a favor de la Sra. L. de M., madre de la Sra. B. y suegra del demandante.

 Puso de manifiesto que por ese entonces vivía con la demandada, la hija de ambos y la niña que nació de su matrimonio con la Sra. B., siendo su intención que la casa en que vivían pasase a ser propiedad de las dos menores en partes iguales. La demandada lo asesoró indicando que a tal fin debía hacer una cesión gratuita de derechos hereditarios por escritura pública, circunstancia que el actor dejó en manos de su concubina letrada, quien requirió los servicios del notario Guillermo César Cura de la localidad de Pedro Luro para instrumentar el negocio, escribano que en 2000 redactó la escritura precedentemente referenciada y que el demandante firmó creyendo que era el fiel reflejo de lo pactado, es decir el medio de lograr que la casa en que vivían pasara a ser propiedad de sus dos hijas en partes iguales. El concubinato continuó hasta el 1ø de mayo 2003, época en que se produjo la separación definitiva de la pareja.

 El 23 de julio de 2003 la demandada envió una carta documento a la arrendataria del campo, Sra. L. de M., suegra del actor, invocando su calidad de cesionaria de los derechos hereditarios en la sucesión de M. A. B., intimándola a abstenerse de pagar arrendamientos o celebrar contratos vinculados con el campo. La locataria informó inmediatamente al actor dicha circunstancia y en esa ocasión el demandante tomó conocimiento del real contenido de la escritura de cesión que había firmado. Tras ello se inició un largo e infructuoso intercambio epistolar con la accionada que desembocó en la promoción de este pleito, señalando que la emplazada era incapaz de derecho de ser cesionaria de los derechos hereditarios enajenados en la escritura antes referida por haber intervenido como profesional en la sucesión (art. 1442 del Código Civil).

 A. 2) La emplazada no contestó temporáneamente el traslado de la demanda después de haber sido notificada por edictos -anoticiamiento que impugnó sin resultado positivo-, ni propuso medios de convicción en tiempo oportuno. Producida la prueba ofrecida por la actora, se pusieron los autos para alegar, derecho del que sólo hizo uso el actor, tras lo cual se dictó sentencia de primera instancia.

 B- La solución dada en primera instancia.

 La Sra. Jueza de Primera Instancia, Dra. Marta S. Coccia de Velázquez, hizo lugar a la demanda, en mérito de lo cual declaró la nulidad de la cesión de derechos hereditarios objeto de esta litis, con costas a cargo de la parte demandada.

 Fundó la decisión en que la demandada carecía de capacidad para adquirir los derechos hereditarios de la cónyuge del actor por haber actuado como letrada patrocinante en la sucesión, lo que hace jugar la incapacidad de derecho establecida en el art. 1442 del Código Civil, preocupándose en diferenciar los alcances de dicha norma con la incapacidad de derecho análoga regulada en el art. 1361 inc. 6ø del mismo cuerpo de normas y aplicable respecto del contrato de compraventa.

 Explicó que la mentada sucesión se inició con el patrocinio de O. el 5 de abril de 1999, el cual se mantuvo hasta la presentación del 16 de julio de 2001, y la accionada recién renunció formalmente al patrocinio el 23 de noviembre de 2004, tal como resulta del proceso sucesorio que tuvo a la vista y que corre atraillado al presente (ver fs. 91).

 Destacó la magistrada que surge claramente de la escritura de cesión impugnada que el acto se otorgó a favor de la demandada, quien actuó por sí y aceptó los derechos cedidos por derecho propio y para ella misma, por lo que el acto encuadró en el art. 1442 del Código Civil, tildando la nulidad que lo afecta de absoluta.

 Analizando el efecto de la nulidad, tuvo por falso el supuesto pago de $ 5000 que habría efectuado la emplazada antes de la cesión, por lo que decidió que el demandante nada debía restituir a la accionada como consecuencia de la nulidad declarada.

 C- La articulación recursiva.

 Dolida por lo resuelto, M. O. dedujo recurso de apelación a fs. 388, remedio que le fue concedido libremente a fs. 389. Expresó agravios a fs. 396/402, los cuales fueron respondidos por L. F. O. a fs. 406/413.

 D- Los agravios.

 Se lamenta la demandada de que la magistrada de primera instancia haya declarado la nulidad de la cesión de derechos hereditarios que generó este pleito.

 Entiende que la sentencia significa atentar contra el tráfico jurídico en general, limitando la autonomía de la voluntad del cedente, libre de disponer de sus bienes, obligando a quienes ejercen la profesión de abogados a abstenerse "de recurrir a inmobiliarias y/o concesionarias para la adquisición de cosas que quizás en algún momento estuvieron o pertenecieron a sujetos que tuvieron vinculación profesional alguno con el abogado" (textual, fs. 396). Explica que de ser ajustada a derecho la sentencia que impugna, todos deberían efectuar un pormenorizado estudio de antecedentes de las cosas que adquieren y "V.E. sabe que esto de hecho no ocurre así en el tráfico jurídico moderno, por sobre todas las cosas en aquellos bienes registrables donde la duda sobre la procedencia no puede ponerse en tela de juicio. El ordenamiento permite todos los recaudos para otorgar seguridad en los negocios efectuados sobre este tipo de bienes." (sic, fs. 396 vta.), por lo que este tribunal debería interpretar la normativa involucrada de acuerdo a los tiempos que corren y rechazar la demanda.

 Sostiene que al otorgarse el acto objeto de estas actuaciones no la unía ninguna relación profesional con el cedente sino una de concubinato, equiparada en nuestro derecho a las relaciones de familia, donde el orden público y el ordenamiento en general ponen particular énfasis para la protección y defensa de los derechos.

 Postula que la cesión cuestionada se justifica porque el actor, con tal acto, decidió poner en igual situación a la hija de las partes y a la emplazada respecto a la descendencia del anterior matrimonio. 

 Relata luego: "...Ahora ya no sostenía haber tenido un hijo con la mujer M. O. sino con la abogada, como si toda nuestra relación se hubiere suscitado escritorio mediante. suponer ello sería absolutamente ilógico y tal es así que en ningún momento el actor acompaña constancias de pago de servicios profesionales de abogado vale decir factura o recibo alguno. No lo hace porque nunca nos unió ese vínculo a pesar de facilitar en el ámbito familiar el acceso a la declaratoria de herederos y autorización de venta en el sucesorio caratulado "B. M. s/ sucesión ab-intestato", claro está siempre en forma gratuita" (fs. 397).

 Manifiesta que indicó expresamente el actor en la demanda que ninguno de los bienes descriptos en ella fueron denunciados como parte del acervo hereditario en el sucesorio.

 Expresa además que, por aplicación del art. 4030 del Código Civil, la acción de nulidad se encuentra prescripta, lo que debió ser declarado por la jueza de primera instancia por aplicación del principio iura novit curia.

 Indica que la litis ha sido incorrectamente integrada pues debió citarse al escribano autorizante de la escritura cuya nulidad fue declarada, permitiéndosele relacionar las cuestiones atinentes al acto y los hechos relatados en la demanda, reputando al notario tercero necesario. Cita jurisprudencia que indica que es menester la intervención del cartulario "cuando se persigue la declaración de falsedad de un instrumento público".

 Apunta además: a) que el actor no ha integrado la tasa de justicia, por lo que debió el magistrado dar intervención a la Dirección General de Rentas; b) Que la magistrada de grado anterior "al menos debió considerar el planteo de beneficio de litigar sin gastos, que como demandada intenté desde la primer presentación realizada, a fin de agotar ulteriores instancias...".

 En un supuesto agravio que no logro entender cabalmente, dice la demandada que "Es el propio actor quien desconoce haber percibido monto alguno por el acto otorgado, por lo que nada obliga restituir V.S. a esta parte en los considerandos, por lo que legítimamente no puede aplicarse normativa alguna sobre compra venta. La cesión hizo constar que la recibía esta parte en pago de los honorarios del expediente sucesorio? A esto hay una sola respuesta y es NO, porque jamás percibí honorarios del padre de mi hija, no puede suponerse siquiera un conteste afirmativo al interrogante, pues el mismo actor afirma y confirma el carácter gratuito de la cesión de derechos" (textual, fs. 399).

 Se detiene posteriormente en lo dispuesto por el art. 1361 inc. 6ø del Código Civil, indicando que no debió aplicar esta norma la jueza de primera instancia pues está prevista para el supuesto de compraventa, caso que no es el de autos. "Los bienes de la cesión no son litigiosos, tal como le requiere la disposición invocada y de fundamento de la sentencia recurrida - art. 1361 inc. 6."- (sic, fs. 399 vta.).

 Comenta luego que lo decidido podría traer enormes inconvenientes ya que los abogados que litigan en determinados juzgados podrían verse alcanzados diariamente por la prohibición del inciso sexto del art. 1361 del Código Civil. 

 Narra luego que "El art. 1442 que nos prohíbe la cesión en carácter de abogados, queda sin efecto por lo dispuesto en el art. 1437: <si el crédito fuese cedido gratuitamente la cesión será juzgada por las disposiciones del contrato de donación, que igualmente no fuesen modificadas en este título>".

 Opina que "el actor no intenta siquiera probar nuestra relación como <cliente> <profesional> por lo que no puede lograrse aquello que no se intenta" (fs. 400).

 Dice que con su relación concubinaria con el actor, de la que nació una hija, no se alejaron las partes de la moral sino que la defendieron y que el texto de la sentencia hace prevalecer a la "abogada" sobre la "madre", cuando "fue el actor quien me convirtió en madre de mi nica hija, y es esto lo que prueba y afirma." (fs. 400 vta.).

 E- El análisis de la resolución atacada en función de los agravios expresados.

 Se desconforma la emplazada de que la jueza de primera instancia haya declarado la nulidad de la cesión de derechos hereditarios que generó este pleito, entendiendo que la sentencia significa atentar contra el tráfico jurídico en general, limitando la autonomía de la voluntad del cedente, libre de disponer de sus bienes, obligando a quienes ejercen la profesión de abogados a abstenerse "de recurrir a inmobiliarias y/o concesionarias para la adquisición de cosas que quizás en algún momento estuvieron o pertenecieron a sujetos que tuvieron vinculación profesional alguno con el abogado" (textual, fs. 396). Dice que de ser ajustada a derecho la sentencia que impugna, todos deberían efectuar un pormenorizado estudio de antecedentes de las cosas que adquieren y "V.E. sabe que esto de hecho no ocurre así en el tráfico jurídico moderno, por sobre todas las cosas en aquellos bienes registrables donde la duda sobre la procedencia no puede ponerse en tela de juicio. El ordenamiento permite todos los recaudos para otorgar seguridad en los negocios efectuados sobre este tipo de bienes." (sic, fs. 396 vta.), por lo que este tribunal debería interpretar la normativa involucrada de acuerdo a los tiempos que corren y desestimar la demanda. No le asiste razón a la quejosa. Si bien no hay obligación de realizar un estudio de títulos cada vez que se adquieren cosas registrables, sí existe una carga al respecto, puesto que si se comprueba un vicio en los antecedentes dominiales, el subadquirente sólo estará a salvo si prueba su buena fe, la que debe ser entendida como "lealtad" y no como "creencia", es decir que el subadquirente debe demostrar haber actuado con la diligencia debida, y ella no es otra que cerciorarse por todos los medios que el derecho pone a su disposición de la legitimidad de la adquisición que efectúa, es decir que tiene la carga de hacer un estudio de títulos porque si no lo hace y estos se encuentran viciados, no podrá alegar buena fe y por tanto no estará a salvo de las acciones de nulidad (art. 1051 del Código Civil) ni de reivindicación (arts. 2777 y 2778 del Código Civil), según corresponda. Por lo demás, no puedo hablar por mi colega de Sala pero sí digo que al Suscripto no le consta que ello no se cumpla en el tráfico jurídico moderno, por lo que no es verdad en lo que a mí concierne que "V.E. sabe que esto de hecho no ocurre así en el tráfico moderno...". En cualquier caso, sea o no sea de hecho así en la mayoría de los supuestos, debe ser así, por lo menos si el adquirente desea tener un título seguro. Y justamente como el ordenamiento permite otorgar seguridad a los negocios sobre los bienes registrables, como señala la quejosa, el interesado tiene la carga de hacer uso de esos recursos investigando a través de un adecuado estudio de títulos el origen de los bienes, so pena de no poder alegar buena fe. A mayor abundamiento, la queja es notoriamente abstracta e inidónea para torcer la suerte de lo decidido puesto que aquí no está en juego el derecho de ningún tercero, ni de buena ni de mala fe, sino el de la propia demandada (quien no manifestó haber enajenado los derechos recibidos) pues es ella la única adquirente de derechos hereditarios en flagrante violación al art. 1442 del Código Civil, norma que ningún ciudadano puede alegar desconocer pues el art. 20 del Código Civil dispone que "La ignorancia de las leyes no sirve de excusa, si la excepción no está expresamente autorizada por la ley"; y si ningún ciudadano puede desconocer la ley, mucho menos puede ignorarla una abogada de la matrícula, quien se supone que pasó largos años quemando sus pestañas para versarse en derecho y, lo que es más importante, fue licenciada por el Estado para defender los derechos de los ciudadanos ante las autoridades judiciales. En cuanto a la pretendida interpretación que cabría efectuar de la normativa aplicable de acuerdo a "los tiempos que corren", digo que si ellos cambiaran la forma de interpretar las normas jurídicas involucradas, ello sería en contra de las pretensiones de la recurrente y no a favor; ciertamente, el perfeccionamiento de las técnicas registrales y el más fácil acceso a los distintos archivos notariales dada la gran evolución de los medios de transporte y comunicación, son circunstancias que facilitan el estudio de títulos y por ende imponen a todo adquirente en mayor grado que en tiempos remotos la carga de estudiar adecuadamente los antecedentes dominiales a la hora de adquirir derechos reales sobre cosas registrables.

 Sostiene la impugnante que al otorgarse el acto objeto de estas actuaciones no la unía ninguna relación profesional con el cedente sino una de concubinato, equiparada en nuestro derecho a las relaciones de familia, donde el orden público y el ordenamiento en general ponen particular énfasis para la protección y defensa de los derechos. Aún si fuera esto cierto, no se ve por qué el derecho de familia debería proteger en este supuesto los intereses de la concubina por sobre los del concubino. Pero en todo caso, no están en juego aquí los intereses "de la familia", sino los de uno de sus miembros que se contraponen con los de otro, lo que indudablemente no es lo mismo. El fundamento, además de insostenible por vago, equívoco, infundado y parcial, se apoya en una premisa notoriamente falsa puesto que surge claramente del juicio sucesorio atraillado al presente, caratulado "B., M. A." que la demandada actuó como patrocinante del actor, lo que constituye incontrovertiblemente una relación profesional porque justamente la emplazada, en su condición de abogada, actuó como tal ante los tribunales de justicia patrocinando al actor, acto que es regulado por la ley 5177 que se refiere específicamente al ejercicio profesional de la abogacía (art. 56 y concordantes del mencionado texto legal).

 Postula O. que la cesión cuestionada se justifica porque el actor, con tal acto, decidió poner en igual situación a la hija de las partes y a la emplazada respecto a la descendencia del anterior matrimonio. Sin embargo, este pretendido agravio sólo prueba la sinrazón de la quejosa puesto que en todo caso las razones expuestas hubieran justificado una cesión a la hija de las partes o en todo caso a la demandada y la hija, mas no a la emplazada exclusivamente.

 Dice luego: "...Ahora ya no sostenía haber tenido un hijo con la mujer M. O. sino con la abogada, como si toda nuestra relación se hubiere suscitado escritorio mediante... suponer ello sería absolutamente ilógico y tal es así que en ningún momento el actor acompaña constancias de pago de servicios profesionales de abogado vale decir factura o recibo alguno. No lo hace porque nunca nos unió ese vínculo a pesar de facilitar en el ámbito familiar el acceso a la declaratoria de herederos y autorización de venta en el sucesorio caratulado "B. M. s/ sucesión ab-intestato", claro está siempre en forma gratuita" (fs. 397). A ello cabe observar que en forma tan gratuita no fue desde que terminó costándole al actor el cincuenta por ciento de los bienes hereditarios, cuando los honorarios por la sucesión no hubieran superado el veinte por ciento (art. 35, ley 8904) y, de hecho, de acuerdo a la doctrina pacífica de este Tribunal probablemente no hubiera superado el diez por ciento, salvo circunstancias muy particulares que no surgen del proceso sucesorio que corre atraillado al presente. Por lo demás, el hecho que el cedente "haya tenido un hijo con la mujer M. O.", lejos de tornar inaplicable la incapacidad de derecho que dimana del art. 1442 del Código Civil, refuerza su aplicabilidad, pues a la protección que busca dar el código en el art. 1442 al cliente respecto del profesional, quien tiene mayores conocimientos y por lo tanto podría fácilmente obtener ventaja para sí perjudicando los intereses por los que aboga, se suma la situación de confianza que emerge del concubinato y que, por ende, deja al damnificado en un estado de indefensión absoluta: la cesionaria no sólo es su abogada y sabe más de derecho sino que es su concubina; ¿cómo protegerse frente a tamaña desigualdad? Sencillamente respetando a rajatabla, más todavía -si cabe- que en cualquier supuesto ordinario, la incapacidad de derecho reglada en el art. 1442 del Código Civil.

 Sostiene que indicó expresamente el actor en la demanda que ninguno de los bienes descriptos en ella fueron denunciados como parte del acervo hereditario en el sucesorio. Pero no veo cómo podría esta circunstancia mejorar la situación de la accionada; por un lado porque la cesión no se limitó a bienes específicos y por otro porque el hecho que no hayan sido denunciados no significa que no integraran el patrimonio de la causante y de hecho formaban parte de él; de consuno, integraban el acervo hereditario en la sucesión en que la quejosa ejerció su ministerio desde el momento mismo de su iniciación, independientemente de toda denuncia.

 Dice además la doliente que, por aplicación del art. 4030 del Código Civil, la acción de nulidad se encuentra prescripta, lo que debió ser declarado por la jueza de primera instancia por aplicación del principio iura novit curia. Pero esta cuestión no puede siquiera tratarse puesto que no fue articulada ante la instancia anterior, careciendo por ende este Tribunal de facultades para abordarla por imperio de lo dispuesto en el art. 272 del Código Procesal. A mayor abundamiento, cabe destacar que semejante agravio choca de plano con lo dispuesto por el art. 3964 del Código Civil, según el cual "El juez no puede suplir de oficio la prescripción", norma que ningún ciudadano puede desconocer (art. 20 del Código Civil), y mucho menos la demandada en su condición de letrada de la matrícula.

 Postula que la litis ha sido incorrectamente integrada pues debió citarse al escribano autorizante de la escritura cuya nulidad fue declarada, permitiéndosele relacionar las cuestiones atinentes al acto y los hechos relatados en la demanda, reputando al cartulario tercero necesario. Cita jurisprudencia que indica que es necesaria la intervención del notario "cuando se persigue la declaración de falsedad de un instrumento público". Pero justamente no es ese el caso de autos pues aquí se pretende la declaración de "nulidad" del acto, mas no de "falsedad". Ninguna falta se imputa al notario y por lo tanto sería ociosa su intervención en esta litis. No hay ninguna duda de que si se redarguye de falsa una escritura pública el escribano es parte necesaria en el pleito, mas no es ese el caso de autos. Por lo demás, no se ve para qué necesitaría el notario "relacionar las cuestiones atinentes al acto y los hechos relatados en la demanda", como pretende la quejosa en sus agravios, desde que ninguna falta se le imputa y no es protector de los intereses de terceros, en el caso la apelante, quien de hecho ha defendido personalmente sus derechos sin necesidad de que nadie acuda en su auxilio.

 Cabe en este orden de ideas señalar que la citación a juicio del notario no es procedente si la nulidad pretendida no se funda en causas atinentes a su trabajo profesional, porque en tales hipótesis no podría verse comprometida su responsabilidad como escribano, cuestión que se erige en esencial a la hora de determinar si es necesaria o no su intervención en juicio.

 Por lo pronto, cabe una primera distinción entre nulidades que afectan al acto instrumental y las que involucran solamente al negocio instrumentado. En el primer supuesto, como al notario corresponde redactar la escritura pública sin ningún tipo de vicio formal y asume al respecto una obligación de resultado, cualquier nulidad que afecte formalmente al instrumento autorizado comprometerá la responsabilidad del notario, tornándose necesaria su actuación en el proceso sea la nulidad manifiesta o no manifiesta, es decir sea el acto nulo o anulable.

 En cambio, cuando la nulidad afecta al acto instrumentado, como ocurre en el caso aquí juzgado, no necesariamente corresponde traer a juicio al escribano autorizante. La intervención será imperativa cuando el notario debía saber de la nulidad o consta en la causa que sabía de ello y será innecesaria en los demás casos.

 Dentro de este segundo grupo (nulidades que afectan al negocio instrumentado y no al acto instrumental), cabe detenerse en el supuesto de la incapacidad de derecho por ser el planteado en estas actuaciones, punto en el que cabe aplicar los principios generales precedentemente esbozados: si el notario debía conocer la incapacidad de derecho o surge de la causa que la conocía y no obstante autorizó el acto, su responsabilidad se encontrará involucrada y por lo tanto deberá ser traído a juicio. Así, por ejemplo, si existe una inhibición general de bienes que impide disponer a una parte, y se trata de un negocio jurídico inmobiliario, el notario debe conocerla pues antes de autorizar el acto debe requerir la respectiva información al registro público (art. 23, ley 17801); por lo tanto, si se autorizó -por ejemplo- la venta de un inmueble y el vendedor se encontraba afectado por una inhibición general de bienes inscripta en el registro respectivo, el notario deberá ser parte necesaria en el proceso donde se discute la validez de tal negocio. Pero en casos como el de autos en que la incapacidad no surge de un registro público, no hay constancia de que el escribano la haya conocido efectivamente, ni surge un deber que le sea atribuible de investigar si se daban los supuestos del art. 1442 del Código Civil, su intervención en el caso no es necesaria (Conf. Moisset de Espanés, L.; Márquez, José Fernando: "Nulidades de escrituras públicas - responsabilidad del escribano", conferencia pronunciada por el Dr. L. Moisset de Espanés en el Colegio de Escribanos de Córdoba, completada y compaginada para su publicación por el Dr. Fernando J. Márquez; íd. Moisset de Espanés, L.: "Nulidad de escrituras públicas. Intervención del escribano en el juicio", en Revista Notarial de Córdoba, nø 52, 1986, pág. 110).

 Señala por otro lado la apelante: a) que el actor no ha integrado la tasa de justicia, por lo que debió el magistrado dar intervención a la Dirección General de Rentas; b) Que la magistrada de grado anterior "al menos debió considerar el planteo de beneficio de litigar sin gastos, que como demandada intenté desde la primer presentación realizada, a fin de agotar ulteriores instancias...". Es obvio que estos pretensos agravios no son tales, pues versan sobre cuestiones notoriamente extrañas a la sentencia (arg. art. 260 del Código Procesal), debiendo la quejosa, en todo caso, acudir a la vía procesal adecuada.

 En un supuesto agravio que no logro entender cabalmente, dice la demandada que "Es el propio actor quien desconoce haber percibido monto alguno por el acto otorgado, por lo que nada obliga restituir V.S. a esta parte en los considerandos, por lo que legítimamente no puede aplicarse normativa alguna sobre compra venta. La cesión hizo constar que la recibía esta parte en pago de los honorarios del expediente sucesorio? A esto hay una sola respuesta y es NO, porque jamás percibí honorarios del padre de mi hija, no puede suponerse siquiera un conteste afirmativo al interrogante, pues el mismo actor afirma y confirma el carácter gratuito de la cesión de derechos" (textual, fs. 399). Como dije, no logro entender el alcance de este agravio; pero en todo caso se desprende de él y del resto de las expresiones de la accionada en el contexto de este juicio que efectivamente no entregó dinero alguno como contraprestación de la cesión, por lo que nada corresponde restituirle, como correctamente decidió la muy solvente magistrada de primera instancia. Por si a eso se refiere la accionada, digo que en el caso juzgado no se aplicó normativa alguna atinente a la compraventa, como inmediatamente explicaré.

 Se detiene posteriormente O. en lo dispuesto por el art. 1361 inc. 6ø del Código Civil, indicando que no debió aplicar esta norma la jueza de primera instancia pues está prevista para el supuesto de compraventa, caso que no es el de autos. "Los bienes de la cesión no son litigiosos, tal como le requiere la disposición invocada y de fundamento de la sentencia recurrida - art. 1361 inc. 6."- (sic, fs. 399 vta.) Resulta realmente sorprendente este pretenso agravio desde que la magistrada de grado anterior aplicó el art. 1442 del Código Civil y no el art. 1361 inc. 6ø, preocupándose además por diferenciar nítida y claramente los diversos alcances de ambas normas (ver fs. 365 vta. en adelante, especialmente fs. 366 in fine y vta.). Y justamente como los bienes cedidos no son litigiosos, como denuncia la recurrente, el caso es alcanzado por las amplias previsiones del art. 1442 del Código Civil que clara, específica, expresa y pertinentemente aplicó la magistrada de grado anterior, norma que sume a la quejosa en una absoluta e insalvable incapacidad de derecho para celebrar el acto cuya nulidad fue acertadamente declarada en la instancia anterior.

 Dice luego que lo decidido podría traer enormes inconvenientes ya que los abogados que litigan en determinados juzgados podrían verse alcanzados diariamente por la prohibición del inciso sexto del art. 1361 del Código Civil. Este agravio, en verdad poco entendible, es abstracto pues no se ha aplicado en autos la mentada norma, la cual no regula el caso juzgado, sino el art. 1442 del ordenamiento sustantivo. Además, los abogados deben tener constancia de los procesos en los que intervienen y de los intereses que patrocinan, por lo que si actúan con la diligencia debida jamás deberán soportar el inconveniente que la quejosa denuncia.

 Dice luego que "El art. 1442 que nos prohíbe la cesión en carácter de abogados, queda sin efecto por lo dispuesto en el art. 1437: <si el crédito fuese cedido gratuitamente la cesión será juzgada por las disposiciones del contrato de donación, que igualmente no fuesen modificadas en este título>". Realmente me intriga imaginar cómo pudo la abogada apelante llegar a semejante conclusión como consecuencia de la lectura del art. 1437 del Código Civil, la cual no sólo no se desprende ni expresa ni tácitamente de él sino que, por el contrario, cuando la cesión es gratuita hay muchas más razones para aplicar el art. 1442 del Código Civil que cuando es onerosa, puesto que los intereses que busca proteger esta norma serían lesionados de manera todavía más grosera en caso que no hubiere contraprestación por los derechos cedidos al abogado. Para colmo, la incapacidad de derecho está "expresamente modificada en este título", concretamente en el art. 1442, con lo que se da justamente la excepción prevista en la norma que improcedentemente cita la apelante en apoyo de su postura.

 Postula la emplazada que "el actor no intenta siquiera probar nuestra relación como <cliente> <profesional> por lo que no puede lograrse aquello que no se intenta" (fs. 400). Respondo a ello que no sólo el actor intentó probar la relación cliente profesional de las partes, sino que ello fue uno de sus principales objetivos y lo logró de la manera más contundente que pueda imaginarse: trayendo los originales de las presentaciones judiciales que demuestran en forma absolutamente irrefutable la existencia de tal relación profesional (fs. 1 y siguientes del juicio sucesorio caratulado "B., M. A.", que corre atraillado al presente) (art. 56 y concordantes de la ley 5177).

 Dice finalmente la impugnante que con su relación concubinaria con el actor, de la que nació una hija, no se alejaron las partes de la moral sino que la defendieron y que el texto de la sentencia hace prevalecer a la "abogada" sobre la "madre", cuando "fue el actor quien me convirtió en madre de mi única hija, y es esto lo que prueba y afirma..." (fs. 400 vta.). En verdad, no logro extraer un verdadero agravio en los términos del art. 260 del Código Procesal de este efectista relato. No obstante, cabe decir que nadie dijo que la relación concubinaria de las partes fuera inmoral, ni la sentencia hizo "prevalecer" a la abogada sobre la madre; lo que dispuso la resolución apelada es aplicar correctamente el art. 1442 del Código Civil puesto que en la demandada no "prevalece" la abogada sobre la madre sino que ambos roles conviven, y el primero de ellos obsta a la cesión de derechos hereditarios que correctamente se nulificó en la instancia de origen.

 VOTO POR LA AFIRMATIVA.

 El señor Juez Doctor PILOTTI por los mismos fundamentos votó en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR PERALTA MARISCAL DIJO:

 En virtud del resultado arrojado por la votación a la primera cuestión, corresponde confirmar la sentencia dictada en autos en todo lo que ha sido materia de agravios, con costas de Alzada a cargo de la parte vencida (art. 68 del Código Procesal).

 ASI LO VOTO.

 El señor Juez Doctor PILOTTI por los mismos motivos votó en igual sentido.-

 Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

 S E N T E N C I A

Bahía Blanca,tres de julio de 2008.

 Y VISTOS: CONSIDERANDO: Que en el acuerdo que antecede ha quedado resuelto que la sentencia apelada se ajusta a derecho.

 Por ello, el Tribunal RESUELVE: 

 Confirmar la sentencia apelada en todo lo que ha sido materia de agravio, con costas de Alzada a cargo de la parte apelante.

 Hágase Saber y devuélvase.

 Leopoldo L. Peralta Mariscal - Abelardo A. Pilotti. Ante mí: Fabiana Vera.
